
Coyhaique, a quince de septiembre de dos mil veinticinco.

VISTOS: 
Que, en estos antecedentes, Rol Corte 49-2025, que inciden en

el  proceso  RIT  C-9-2024,  RUC 24-2-4314785-5,  del  Juzgado  de

Familia de Aysén, don Cristian Alejandro Arancibia Otei, abogado, en

representación de don [Neftalí], deduce recurso de apelación en contra

de la sentencia definitiva dictada en estos autos con fecha 16 de mayo

de 2025, por medio de la cual,  el  Juez Titular de dicho Tribunal de

Familia, don Rodrigo Alfredo Grez Fuenzalida,  rechazó la demanda de

cuidado  personal  intentada  por  don  [Neftalí], en  contra  de  doña

[Rafaela]; solicitando en definitiva, se revoque la sentencia recurrida y

se  otorgue  el  cuidado  personal  del  niño,  a  su  padre  [Neftalí],  con

costas.

Con fecha 18 de junio de 2025, se trajeron los autos en relación.

Con  fecha  22  de  agosto  de  2025,  se  procedió  a  la  vista  del

recurso; con la asistencia remota del abogado recurrente don Cristian

Arancibia  Otei,  de la  abogada de la  recurrida,  doña María  Eugenia

Garcés Muñoz y de la abogada Curador Ad Litem doña María José

Frick Fuenzalida; quedando la presente causa en estado de acuerdo.

Se  reproduce  la  sentencia  en  alzada  en  su  parte  expositiva,

considerandos  y  citas  legales,  a  excepción  de  los  considerandos

Décimo Segundo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto que se eliminan

Y SE TIENE EN SU LUGAR Y ADEMÁS PRESENTE:
PRIMERO: Que, fundamentando su recurso, señala el recurrente

que [Elías], de actuales 14 años de edad, nacido el NUM000 del 2011,

vivió en DIRECCION000 en compañía de sus padres, hasta que se

produce la separación de éstos el año 2021, y continúa viviendo con su

madre,  hasta el  07 de diciembre del  2023, fecha en que inició una

acción  judicial  porque  el  día  anterior,  en  una  discusión  por  el

rendimiento  académico  de  [Elías],  el  cual  se  encontraba  sentado

estudiando, la madre lo insulta, lo golpea reiteradamente, jalándolo del



pelo,  lo  que  provoca  que  el  menor  caiga  de  la  silla  en  donde  se

encontraba,  una  vez  en  el  suelo  la  madre  lo  agrede  mediante

puntapiés, provocándole lesiones leves, según el dato de atención de

urgencia  del  Hospital  de  Puerto  Aysén,  NUM001,  de  fecha  6  de

diciembre de 2023. Añade que, desde la fecha anteriormente indicada,

[Elías] se encuentra bajo el cuidado personal provisorio de su padre,

hasta  el  día  de  hoy,  es  decir  un  año  y  5  meses,  lo  anterior  por

resolución que decreta medida cautelar causa X-87-2023,  del Tribunal

de Familia de Puerto Aysén.

Agrega que se incorporó el  informe de lesiones emitido por el

Médico  Perito  Forense  don  Felipe  Solari  Saldias,  quien  refiere  que

[Elías]  comenta  que  su  madre  ha  tenido  múltiples  episodios  de

violencia, no obstante el sentenciador estima que lo sucedido es una

situación  única,  lo  que concluye  en el  motivo Décimo Segundo,  en

base a una serie de informes, en su mayoría emitidos con anterioridad

a que su representado tuviera el cuidado personal provisorio de [Elías],

es decir, antes de diciembre de 2023, salvo el informe de la perito doña

Katherine Julio Ramírez.

Expone  que  el  sentenciador  no  pondera  lo  señalado  por  el

Médico Forense, quien observa que, por dichos del propio menor, éste

sufrió  violencia  intrafamiliar  en  más  de  una  ocasión.  Tampoco  se

considera la opinión de [Elías]  expresada a dicho profesional y a lo

largo  del  proceso  porque  a  juicio  del  Tribunal  el  niño  es

instrumentalizado por su padre.

Refiere  que  incorporó  en  juicio  el  informe  del

PERSONA_JURIDICA000 y DAU NUM002, del Hospital Regional de

Coyhaique, ambos de fecha 28 de noviembre de 2024. Agrega que, el

primero de ellos deriva a [Elías] al HRC, cumpliendo el protocolo de

manejo  de  riesgo  suicida  considerando  el  mismo  como  alto  según

pauta del MINSAL, en la entrevista con el Psicólogo de convivencia



escolar don [Guillermo], sin realizar ningún análisis respecto de estos

medios de prueba.

Precisa  que  para  el  Juez  del  grado,  su  representado  es  un

manipulador  emocional  experto,  al  punto  que,  para  conseguir  sus

propios objetivos, logra que su hijo de 14 años sea capaz de engañar a

médicos y psicólogos, al manifestar ideación suicida, por miedo a que

culpen a su padre y tenga que irse a vivir con la madre y que todo lo

que diga [Elías] está contaminado.

Expone  que  en  las  audiencias  reservadas,  declaración  en

informes periciales, a su Curador Ad Litem, Consejero Técnico, y ante

el  propio  sentenciador,  [Elías]  manifestó  su  interés  de  continuar

viviendo en las mismas condiciones actuales, esto es, en el inmueble

que desde hace un año y medio ha servido de residencia familiar junto

a su padre, lo que no recoge la sentencia.

Señala que, en relación a las opiniones de la Curadora Ad Litem

doña  María  José  Frick,  y  de  la  consejera  Técnica  doña  Mabel

Cárdenas, estas profesionales son contestes en señalar que [Elías] ha

manifestado su opinión permanente de estar con su padre, por lo cual

se  debe  respetar  su  opinión,  concluyendo  que  debe  primar  la

autonomía  progresiva  del  menor,  opiniones  que  no  fueron

consideradas.

Refiere que, del análisis de la sentencia impugnada, se observa

que  ésta  basa  su  decisión  casi  en  su  totalidad  en  un  determinado

informe pericial que resulta favorable a la demandada, sin confrontarlo

con  la  restante  prueba  rendida  en  autos,  omisión  que  la  deja

desprovista  de  la  necesaria  fundamentación  que  exige  la  regla  de

apreciación conforme a la sana crítica, y sin sopesar el interés superior

de [Elías].

Indica que, el sentenciador en el considerando decimoprimero se

refiere a  los  informes periciales,  de PRM CEPIJ NUM003 de fecha

junio de 2023 y a la pericia DAM evacuada en junio del 2022 en causa



rit P-350-21, época en que el cuidado personal de [Elías] lo detentaba

la  madre  doña  [Rafaela],  considerando  que  los  hechos  que  dieron

origen al  presente litigio, son anteriores al  7 de diciembre de 2023,

fecha y año en el  cual  se otorga el  cuidado personal  provisorio de

[Elías] a su padre, por tanto, no evidencian indicadores de un daño

asociado a maltrato, por parte de su padre.

Expone  que  el  diagnóstico  clínico  especializado  evacuado  en

causa  P-29-25  del  Juzgado de  Familia  de  Coyhaique,  al  que  hace

referencia el sentenciador en el considerando indicado anteriormente,

establece  que  ambos  padres  tienen  un  discurso  contradictorio  y  la

ambigüedad en la información proporcionada dificulta la construcción

de un relato claro sobre la dinámica familiar y el impacto de ésta en

[Elías].

Refiere que, así las cosas, el Juzgado de Familia de Coyhaique,

separa correctamente, dos cosas, la primera dice relación con [Elías],

la segunda otra relativa a los conflictos entre los padres, cosa distinta

al  Juzgado de  Puerto  Aysén,  quien  en  gran  parte  de  la  sentencia,

considera  que  los  conflictos  entre  los  padres,  justifican  como caso

único  que  la  madre  le  propinara  una  golpiza  a  su  propio  hijo,  no

considerando que el propio menor indica que no es primera vez que su

progenitora ejerce violencia en contra de él, además que no quiere vivir

con la madre, que tiene miedo e ideaciones suicidas, todo por estimar

que su representado lo manipula.

Indica que, en cuanto a la declaración de la perito doña Katherine

Julio Ramírez, a su juicio falta a la verdad, en orden a señalar que

[Elías] haya dicho que su madre no lo agredió, toda vez que en parte

alguna del proceso se acredita lo que temerariamente señala, o bien

emitió  un informe sesgado,  sin considerar  elementos fundamentales

del proceso, tales como el set fotográfico de las lesiones de [Elías],

producto de los golpes que su madre le propino, la propia declaración

del menor ratificando lo anterior.



Señala  que,  existe  una  contradicción  entre  lo  que  declara  la

perito,  y  lo que  dice  en  su  informe  escrito  respecto  de  [Elías],  en

relación a las mejores aptitudes que a su juicio aparentemente tendría

la  madre  para  ejercer  el  cuidado  personal,  toda  vez  que,  en  este

último,  en el  acápite  relativo  a  las  sugerencias y  recomendaciones,

indica  lo  siguiente:  “Debido  a  que  [Elías]  presenta  un  conflicto

manifiesto en la vinculación con su madre, y a que ha estado expuesto

a  situaciones  que  ponen  en  riesgo  su  estabilidad  emocional,  se

recomienda que no sea forzado a establecer vínculo o contacto con

ésta.”,  recomendando  que  [Elías]  inicie  un  tratamiento  psicológico

individual,  a  fin  de  reparar  su  debilitada  autoestima,  incluyendo  la

elaboración  de  los  efectos  negativos  de  las  situaciones  conflictivas

realmente vividas a nivel vincular con su madre.

Precisa  que,  lo  anterior  parece  más  acertado,  toda  vez  que

respeta la voluntad de [Elías], en orden a que no quiere vivir con su

madre, pero si a relacionarse con ella, sin que sea forzado a hacerlo, y

que  se  respeta  su  estabilidad  emocional.  Sin  embargo,  ello  no  fue

considerado en parte alguna por la Sentencia recurrida.

Finalmente expone que,  es clara la infracción de la  Sentencia

Definitiva de los artículos 3, 8 y 12 de la Convención de los Derechos

del Niño, en relación al artículo 16 de la Ley N°19.968; artículo 32 de

este último cuerpo legal; artículo 225-2 del Código Civil, artículo 12.1 y

12.2 de la Convención sobre los Derechos del Niño y 16 letra d) de la

Convención  sobre  eliminación  de  todas  formas  de  discriminación

contra la mujer, pues la sentencia impugnada rechazó la demanda, a

pesar  del  interés  de  [Elías]  actualmente  de  14  años  de  edad,  de

mantenerse junto a su padre en la residencia familiar, lo que vulnera su

interés superior,  habiéndose acreditado que ninguno de los  padres,

cuenta con todas las habilidades parentales para ejercer su cuidado, lo

que no significa que las tengan, no se respetó su interés.



SEGUNDO: Que,  por  su  parte  la  recurrida,  solicita  el

rechazo del recurso con costas fundado en que, existió un incidente

aislado entre la madre y el hijo de un golpe, situación respecto de la

cual  se  hizo  cargo  el  padre  e  hizo  la  denuncia  en  Policía  de

Investigaciones,  solicitando  el  cuidado  provisorio.  Añade  que,  la

contraria  ha  expuesto  y  responsabilizado  prácticamente  al  niño  de

llevar la causa, dando a entender que solo importa el interés superior

del niño, sin embargo, éste debe distinguirse del interés manifiesto de

aquél, entonces él luego de sus declaraciones ante la PDI y el Servicio

Médico Legal, efectúa una declaración y luego se retracta ante la perito

y de eso se hace cargo el Tribunal del grado.

Indica que, efectivamente la demandada fue formalizada por el

delito de lesiones leves y la cautelar que tuvo siempre fue someterse a

atención  psicológica,  encontrándose  actualmente  con  la  psicóloga

Mónica Gallegos,  e inicio tratamiento psiquiátrico, actualmente dicha

causa se encuentra sobreseída, no así la causa ordinaria, 340-2024,

del Juzgado de Puerto Aysén, que tiene fecha para juicio simplificado

por  el  delito  de  maltrato  habitual,  en  el  cual  consta  que  el  padre

agredía a la mamá de los niños, incluso cuando los estaba cargando, y

también, como ha incorporado el Ministerio Público, consta que hay un

maltrato  indirecto  del  hijo  hacia  la  madre.  Agrega  que,  su  parte

acompañó fotografías de los últimos encuentros de la madre con sus

hijos,  donde  se  puede  ver  a  [Elías]  feliz  compartiendo  junto  a  su

hermano y mamá, por lo que acá hay un conflicto de lealtades muy

grandes incluso consta que la idea suicida surge en [Elías] cuando él

estaba bajo el cuidado provisorio de su padre y éste último no se ha

hecho cargo de la salud mental de su hijo y debería propender a que

éste se vincule de manera sana con su madre.

Precisa que existe una causa proteccional, la P-29-2025, en la

que la  requirente  es  la  madre en razón de la  angustia  por  la  idea



suicida de su hijo, agregando que un buen padre de familia, debería

haber llamado a la madre para comunicárselo, lo que no aconteció.

Indica que, solicitan la confirmación de la sentencia, en virtud de

la normativa de la  Convención de los Derechos del  Niño,  debiendo

proteger a [Elías] de toda forma de violencia, no debiendo exponer el

padre  al  niño  y  confrontarlo  con  la  madre.  Agrega  que,  aquí  la

perspectiva de género es muy importante, pues la madre está siendo

atacada a través de sus hijos.

TERCERO: Que, se advierte del examen del proceso que

con fecha 07 de diciembre de 2023, el Juez del Juzgado de Letras,

Garantía y Familia de Aisén, decreta, en carácter de medida cautelar a

favor del niño [Elías], nacido el 4 de marzo de 2011, la entrega de su

cuidado provisorio a su padre [Neftalí],  por el  plazo de treinta días,

teniendo en especial consideración para dicha decisión, el parte de la

Policía  de  Investigaciones  de  fecha  7  de  diciembre  de  2023  y  la

declaración del padre del niño de autos.

Que con fecha 18 de enero de 2024 el Tribunal proveyendo

al Primer Otrosí de la demanda de cuidado personal, resuelve que: “…

los cuidados personales provisorios del niño [ELÍAS], RUN NUM004,

permanecerán en su padre [NEFTALÍ],  RUN NUM005,  ello  hasta la

fecha de audiencia preparatoria de fecha 11 de abril del año 2024”.

CUARTO: Que,  para  resolver  la  petición  de  cuidado

personal del padre del niño [Elías], se debe tener presente, la siguiente

normativa al efecto: 

El artículo 222 del Código Civil, en cuanto señala que: “La

preocupación fundamental de los padres es el interés superior del hijo,

para  lo  cual  procurarán  su  mayor  realización  espiritual  y  material

posible,  y lo guiarán en el  ejercicio de los derechos esenciales que

emanan de la naturaleza humana de modo conforme a la evolución de

sus facultades.”.



Por  su  parte,  el  artículo  225-2,  del  mismo cuerpo  legal,

señala que: “En el establecimiento del régimen y ejercicio del cuidado

personal, se considerarán y ponderarán conjuntamente los siguientes

criterios y circunstancias:

a)  La vinculación afectiva entre el  hijo y  sus progenitores,  y  demás

personas de su entorno familiar.

b) La aptitud de los progenitores para garantizar el bienestar del hijo y

la posibilidad de procurarle un entorno adecuado, según su edad.

c)  La contribución a  la  mantención del  hijo  mientras estuvo bajo el

cuidado personal del otro progenitor, pudiendo hacerlo.

d) La actitud de cada uno de los progenitores para cooperar con el

otro,  a fin de asegurar la  máxima estabilidad al  hijo  y  garantizar la

relación directa y regular,  para lo cual  considerará especialmente lo

dispuesto en el inciso quinto del artículo 229.

e) La dedicación efectiva que cada uno de los progenitores procuraba

al hijo antes de la separación y, especialmente, la que pueda seguir

desarrollando de acuerdo con sus posibilidades.

f) La opinión expresada por el hijo.

g)  El  resultado  de  los  informes  periciales  que  se  haya  ordenado

practicar.

h)  Los  acuerdos  de  los  progenitores  antes  y  durante  el  respectivo

juicio.

i) El domicilio de los progenitores.

j)  Cualquier  otro  antecedente  que  sea  relevante  atendido el  interés

superior del hijo.

    En  ningún  caso  el  establecimiento  del  régimen  del

cuidado  personal  podrá  fundarse  en  razón  de  la  raza  o  etnia,  la

nacionalidad, la orientación sexual, la identidad o expresión de género,

la  apariencia  personal  o  cualquier  otra  categoría  que  resulte

discriminatoria.”. 



El artículo 3 N°1 de la Convención sobre los Derechos del

Niño, el cual establece que el interés superior del niño debe ser una

consideración primordial en todas las decisiones que le conciernen.

A su turno, el artículo 7 de la Ley, 21.430, Sobre Garantías

y  Protección  Integral  de  los  Derechos  de  la  Niñez  y  Adolescencia

dispone que: “Interés superior del niño, niña o adolescente. El interés

superior del niño, niña y adolescente es un derecho, un principio y una

norma de procedimiento, que se basa en una evaluación de todos los

elementos del interés de uno o varios niños en una situación concreta.

    Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a que en la

toma  de  decisiones  sobre  cuestiones  que  le  afecten  se  considere

primordialmente  su  interés  superior,  entendido  como  la  máxima

satisfacción posible de los principios, derechos y garantías reconocidos

en virtud  del  artículo  1,  cuando se evalúen y  sopesen los  distintos

intereses involucrados en el asunto, sea que la decisión deban tomarla

autoridades legislativas, judiciales o administrativas, organizaciones de

la  sociedad  civil,  instituciones  privadas,  padres  y/o  madres,

representantes  legales  o  personas  que los  tengan legalmente  a  su

cuidado.

    Conforme a este principio, ante distintas interpretaciones,

siempre se elegirá aquella que satisfaga de manera más efectiva el

interés superior del niño, niña o adolescente.

    Los procedimientos se guiarán por garantías procesales

para asegurar la correcta aplicación del interés superior del niño, niña o

adolescente, que exige procedimientos transparentes y objetivos que

concluyan  en  decisiones  fundamentadas  con  los  elementos

considerados  para  efectivizar  los  derechos  de  los  niños,  niñas  y

adolescentes involucrados.

    Para  su  determinación,  se  deberán  considerar  las

circunstancias específicas de cada niño, niña o adolescente o grupo de

niños, niñas o adolescentes como:



    a)  Los  derechos  actuales  o  futuros  del  niño,  niña  o

adolescente que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la

decisión de la autoridad.

    b) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese,

cuando  ello  sea  posible  conforme  a  su  edad,  grado  de  desarrollo,

madurez  y/o  su  estado  afectivo  si  no  pudiere  o  no  quisiere

manifestarla.

    c) La opinión de los padres y/o madres, representantes

legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea

improcedente.

    d) El bienestar físico, mental, espiritual, moral, cultural y

social del niño, niña o adolescente.

    e)  La  identidad  del  niño,  niña  o  adolescente  y  las

necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales,

sociales, culturales o de origen étnico.

    f) La autonomía del niño, niña o adolescente y su grado

de desarrollo.

    g) Cualquier situación de especial desventaja en la que

se  encuentre  el  niño,  niña  o  adolescente  que  haga  necesaria  una

protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.

    h) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se

adopten para promover  la  efectiva integración y desarrollo  del  niño,

niña o adolescente considerando su entorno de vida.

    i)  Otras circunstancias que resulten pertinentes en el

caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la

decisión pueda causar en su desarrollo futuro.”.

     QUINTO: Que,  en relación al reproche de la recurrente,

referido a no haber tomado el sentenciador a quo, en consideración la

opinión del niño, es menester señalar que la fuente normativa de este

derecho  se  encuentra, en  primer  término, en  el  artículo  12  de  la

Convención sobre los Derechos del Niño, que consagra el derecho del



niño  a  ser  oído,  estableciendo  que  los  Estados  Partes  deben

garantizarles, si están en condiciones de formarse un juicio propio, el

derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que

les afecten, teniéndose debidamente en cuenta su opinión, en función

de su edad y madurez; y que, con tal fin, se les debe dar la oportunidad

de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que

les incumba, ya sea directamente o por medio de un representante o

de  un  órgano  apropiado,  en  consonancia  con  las  normas  de

procedimiento de la ley nacional y es, precisamente, el artículo 7 la Ley

21.430 sobre garantías  y  protección  integral  de los  derechos  de  la

niñez y adolescencia, que luego de  definir el interés superior del niño

establece  que  para  determinarlo   se  deben  considerar  las

circunstancias específicas de cada niño, niña o adolescente como es:

“b) La opinión que el niño, niña o adolescente exprese, cuando ello sea

posible  conforme  a  su  edad,  grado  de  desarrollo,  madurez  y/o  su

estado afectivo si no pudiere o no quisiere manifestarla.”

SEXTO: Que,  en  este  mismo  sentido,  la  doctrina  ha

sostenido que tomar debidamente en cuenta la opinión de los niños,

niñas y adolescentes impone conferir un “especial peso” a su opinión y

a las preferencias expresadas en su caso, lo que no implica que deba

resolverse de la forma en que el niño quiere, pero a la hora de sopesar

las distintas alternativas de solución a un conflicto debe conferirse un

mayor peso relativo a la escogida por él. 

SÉPTIMO:  Que, en orden a dar una aplicación correcta y

cabal del derecho de [Elías] a ser oído, cabe considerar el principio de

la autonomía progresiva, reconocido en el artículo 5 de la Convención

sobre  los  Derechos  del  Niño,  que  establece  la  obligación  de  los

Estados parte de respetar las responsabilidades, derechos y deberes

de los padres o de quienes estén encargados del niño, de impartirle

dirección y orientación apropiadas en consonancia con la evolución de



sus facultades, para que este ejerza los derechos reconocidos en la

Convención. 

En  este  mismo sentido,  el  artículo  11  de  la  Ley  21.430

establece: “Autonomía progresiva. Todo niño, niña y adolescente, de

conformidad  al  Sistema  de  Garantías  y  Protección  Integral  de  los

Derechos de la Niñez y Adolescencia, podrá ejercer sus derechos en

consonancia con la evolución de sus facultades, atendiendo a su edad,

madurez y grado de desarrollo que manifieste, salvo que la ley limite

este  ejercicio,  tratándose  de  derechos  fundamentales. Durante  su

proceso  de  crecimiento  los  niños,  niñas  y  adolescentes  van

desarrollando nuevas capacidades y profundizando otras, junto con un

aumento paulatino de su capacidad de responsabilización y toma de

decisión  respecto  de  aspectos  que  afectan  su  vida.  El  desarrollo  y

profundización  de  capacidades  que  favorecen  la  autonomía  de  los

niños, niñas y adolescentes se ve afectado, no sólo por la edad, sino

también por aspectos culturales y por las experiencias individuales y

colectivas que configuran su trayectoria de vida.

    Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser

protagonistas activos de sus vidas, y para ello requieren experimentar

el  balance permanente  entre  la  autonomía  para  el  ejercicio  de  sus

derechos y la necesidad simultánea de recibir protección. Los padres

y/o  madres,  representantes  legales  o  las  personas  que  los  tengan

legalmente a su cuidado, deberán prestarles orientación y dirección en

el ejercicio de sus derechos. Es deber del Estado respetar, promover y

proteger el ejercicio de este derecho.

Con  el  objeto  de  pedir  información,  asesoramiento,

orientación  o  asistencia,  pueden  dirigirse  personalmente,  siempre

atendiendo  a  su  edad  y  estado  de  madurez,  a  los  órganos  de  la

Administración  del  Estado,  a  las  Oficinas  Locales  de  la  Niñez,  al

Ministerio Público o a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.



OCTAVO: Que, de la normativa citada se infiere que esta

Corte, para resolver el asunto sometido a su conocimiento debe tener

en consideración, en primer lugar, el interés superior de [Elías], ya que

es un derecho que le asiste y que debe ser respetado y garantizado

cabalmente  por  el  Estado  y  por  estos  jueces,  que  comprende  el

derecho a ser oído y que involucra el reconocimiento de su capacidad

progresiva para ejercer sus derechos como titular de los mismos, de

acuerdo a la evolución de sus facultades, lo que implica que a medida

que  aumenta  la  edad,  aumenta  el  nivel  de  autonomía  y  de

autodeterminación  del  niño,   lo  que  supone  que  para  expresar  su

opinión debe encontrarse en condiciones de formarse un juicio propio y

para  ejercerlo,  se  debe  tener  especialmente  en  cuenta  su  etapa

evolutiva.

NOVENO: Que,  en este  contexto,  [Elías]  de actuales 14

años  de  edad,  se  ha  expresado  en  el  juicio,  según  establece  el

sentenciador  en  el  motivo  Décimo  Segundo  al  indicar:  “…En  el

proceso,  [Elías]  manifiesta  tener  mayor  vinculación  afectiva  con  su

padre, lo que queda de manifiesto en la entrevista reservada sostenida

con él  y en la evaluación pericial  psicológica realizada por la perito

Katherine Julio”. 

 DÉCIMO: Que, en efecto, de la entrevista reservada que

consta en el  audio registrado en autos, se advierte que [Elías] es claro

en manifestar que se siente bien en el momento de ser entrevistado

por  el  Magistrado,  que  cursa  octavo  básico  en  el

PERSONA_JURIDICA000,  donde   tiene  amigos,  que  disfruta  jugar

videos juegos y andar en bicicleta y que su  papá lo acompaña, que

lamentablemente antes vivía con la mamá porque lo pasaba mal con

ella,  lo  retaba  mucho  y  le  pegaba,  porque  estaba  estresada  y  se

desquitaba con él, que en este momento no quiere ver a su mamá por

lo que pasó en las visitas. Su deseo es seguir viviendo con su papá y

que en su actual entorno se siente tranquilo y, si bien, manifiesta estar



cansado de tantas preguntas y entrevistas a las que ha sido sometido y

que los psicólogos “no sirven para nada”,  comentario que pareciera

deslizar una inoculación de su relato de parte de un adulto, esta Corte

estima  que  ello  no  desvirtúa  la   credibilidad  y  autenticidad  de  su

expresión de voluntad, ni la madurez y coherencia con la que expresa

sus  sentimientos,  propósitos,  deseos  y  temores,  advirtiéndose  que

responde   con  claridad  en   forma  acorde  a  su  edad  y  etapa  de

desarrollo,  por  lo  que  la  nítida  opinión  de  [Elías]  deberá  ser

considerada  en  la  decisión  que  se  adopte  respecto  a  su  cuidado

personal. 

UNDÉCIMO: Que, en este mismo sentido, la Curadora Ad

Litem, doña María José Frick, expresa que debe primar la autonomía

progresiva de [Elías] tomando en consideración su voluntad, según se

plasma en  el  motivo  séptimo del  fallo  recurrido,  argumento  que  es

refrendado por la letrada en la vista del recurso, alegando en estrados

por la revocación de la sentencia.

DUODÉCIMO:  Que,  por  su parte    la  consejera  Técnica

doña  Mabel  Cárdenas,  manifestó  su  opinión  en  orden  a  que  debe

considerarse el bienestar emocional de [Elías], quien ha manifestado

su opinión permanente de estar  con su padre,  por  lo  cual  se debe

respetar su opinión,  según se advierte en el  motivo octavo del  fallo

impugnado.

DÉCIMO TERCERO:  Que,  así  las  cosas,  cobra  especial

importancia para dar luces sobre la cuestión controvertida, el Informe

de Evaluación Pericial Psicológica evacuado con fecha  21 de Octubre

de 2024, por la perito psicóloga Katherine Nicole Julio Ramírez, quien

establece en el acápite: “ Análisis de los tests y dispositivos aplicados:

A partir de los análisis de las pruebas gráficas y proyectivas realizadas

por  [Elías],  se  puede  concluir  que  evidencia  indicadores  de  apego

inseguro con su madre.



[Elías] se siente tranquilo en casa de su padre. Visualiza a éste

como figura contenedora…”

Que,  no obstante  establecer  la  pericia  que la  madre  presenta

mejores habilidades parentales que el padre, en lo conclusivo de dicho

dictamen bajo el título:“ Sugerencias y recomendaciones”, indica que:

“Debido a que [Elías] presenta un conflicto manifiesto en la vinculación

con su madre, y a que ha estado expuesto a situaciones que ponen en

riesgo su estabilidad emocional, se recomienda que no sea forzado a

establecer vínculo o contacto con ésta.

Es recomendable que [Elías] inicie tratamiento psicológico a fin

de  reparar  su  debilitada  autoestima.  Este  proceso  debería  incluir

también  la  elaboración  de  los  efectos  negativos  de  las  situaciones

conflictivas realmente vividas a nivel vincular con su madre. Una vez

efectuado esto, debe ser el mismo terapeuta quien debe trabajar en

generar  un  acercamiento  madre  e  hijo,  progresivo  y  gradual,

generando un terreno propicio para una relación fundada en principios

de respeto y buen trato bidireccionales. [Elías] y su madre requieren

recibir  apoyo  psicoterapéutico  para  recomponer  su  vínculo.  En  la

medida que se vaya 

avanzando en este proceso, la relación directa y regular entre ambos

deberá irse retomando, en forma gradual, y considerando siempre los

avances de [Elías].

Una vez logrado lo anterior es recomendable que regrese a vivir

con su madre…”

DÉCIMO CUARTO: Que, sin desconocer la dificultad que implica

en el caso de autos la decisión sometida a este Tribunal, debido a que

se ha establecido en los diversos informes allegados al proceso, como

son  la  pericia  referida  en  el  motivo  precedente  y  el  Informe  de

Diagnóstico  Clínico  Especializado  y  plan  de  intervención  familiar

Clínico,  el  conflicto  entre  los  padres  y   la  falta  de  comunicación

coherente que agravan  la confusión de [Elías]  y un sentimiento de



lealtad  dividida,  presentando   ambos  habilidades  parentales

disminuidas,  sin  perjuicio  de  tener  disposición  a  participar  en  los

procesos  de  intervención,  en  especial  la  madre  que  adhiere

positivamente a las terapias a fin de recomponer el vínculo con su hijo,

demostrando  gran  preocupación  por  el  bienestar  de  [Elías],  no

obstante,  es   el  padre  quien   ha  asumido  un  rol  protector  y  de

satisfacción de la necesidades del hijo.

DÉCIMO QUINTO: Que,  así las cosas, apreciado conforme a las

reglas de la sana crítica el dictamen pericial emitido por la psicóloga

clínica Katherine Nicole Julio Ramírez, quien explica detalladamente el

método utilizado en la realización de las evaluaciones a [Elías] y sus

padres y las razones de sus conclusiones, permite establecer que la

relación  de  [Elías]  con  su  madre  se  encuentra  supeditada  a  una

intervención psicoterapéutica que permita recomponer el vínculo entre

ellos y que resulta riesgoso para su estabilidad emocional forzarlo a

establecer contacto con la madre, de lo que se infiere que cambiar la

situación  actual  de  cuidado  personal  del  niño  podría  afectarlo

negativamente.  

Que, lo establecido en esta pericia se refrenda nítidamente con

las conclusiones del diagnóstico del Informe del Servicio Nacional de

Protección Especializada a la Niñez y Adolescencia, que indica “ [Elías]

presenta antecedentes de maltrato físico por parte de la madre lo que

ha  afectado  su  bienestar  emocional,  generando  dificultades  en  la

regulación  emocional  y  en  la  percepción  de  seguridad  de  sus

relaciones  cercanas”,  “…  [Elías]  ha  expresado  una  relación

ambivalente con  la madre, quien busca recuperar su custodia, lo que

ha generado un agotamiento emocional debido al proceso judicial en

curso.  [Elías]  también  ha manifestado  temor  a  la  separación  de  su

padre, asociado a experiencias previas de inestabilidad familiar…”,“…

A nivel  de seguridad su padre es su principal  fuente de protección,



pero la relación con su madre genera inestabilidad debido a maltrato y

presión constante…”.    

DÉCIMO SEXTO: Que, en consecuencia, se debe concluir

que lo determinado en la sentencia impugnada no guarda sintonía con

la opinión de [Elías], expresada claramente en todas las instancias del

juicio,  acorde  a  su  desarrollo,  grado  de  madurez   y  rango  etario,

considerando que dicha opinión es un derecho que debe prevalecer al

establecer  el  interés  superior  del  niño,  como  consagración  de  la

garantía  del  derecho  a  la  defensa,  en  su  aspecto  o  dimensión  de

“defensa material” que se traduce en las facultades del niño, niña o

adolescente a intervenir en todos los asuntos que le afecten, formular

alegaciones  y  presentar  prueba  y,  en  general,  estar  protegidos  en

contra de cualquier indefensión, lo que impone procurar conservar un

estado de cosas beneficioso para el niño, cuestión desatendida en la

especie  al otorgar su cuidado personal a la madre,  ya que, si bien, la

perito judicial  señala en su dictamen que ella tiene mejores aptitudes

parentales que el padre, luego concluye que es un riesgo revincularla

en este momento con el hijo sin previa intervención terapéutica, siendo

el deseo de [Elías] expresado claramente en la entrevista con dicha

perito,  con la  curadora ad  litem y  en la  entrevista  del  Juez  a  quo,

mantenerse al  cuidado del   progenitor,  a  quien percibe como figura

protectora.

DÉCIMO SÉPTIMO: Que, en sintonía con  lo razonado y a

efectos de hacer prevalecer  el interés superior del niño,  se estima que

mantener el cuidado personal  de [Elías] a cargo del padre  se aviene

con los criterios indicados en la Ley 21.430, cuyo  artículo 7 literales f),

h) e i) establecen : “ La autonomía del niño, niña o adolescente y su

grado de desarrollo”, dado el grado de madurez y desarrollo que  ha

demostrado  [Elías],  quien  cuenta  con  14  años  de  edad  y  ha

evidenciado una clara conciencia respecto  a donde y con quien quiere

vivir;  h) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten



para  promover  la  efectiva  integración  y  desarrollo  del  niño,  niña  o

adolescente considerando su entorno de vida”, toda vez que de los

informes técnicos  referidos  latamente en los motivos precedentes, se

advierte que la sola posibilidad de cambio de cuidado y separación del

padre provoca ansiedad e inestabilidad emocional en el niño, lo que

demuestra la necesidad de una solución que le asegure estabilidad y

apego;   i)  Otras  circunstancias  que  resulten  pertinentes  en  el  caso

concreto  que  se  conoce,  tales  como  los  efectos  probables  que  la

decisión pueda causar en su desarrollo futuro.”, ello considerando que

la   revinculación  con  su  progenitora  se  encuentra  supedita  a  una

intervención terapéutica que aborde las temáticas que han provocado

el quiebre y rechazo de [Elías] hacia su madre.  

DÉCIMO  OCTAVO: Que,  sin  perjuicio  de  lo  resuelto,

advirtiéndose que las habilidades parentales del padre se encuentran

disminuidas,  según  establece  Informe  de  Evaluación  Pericial

Psicológica emitido por doña Katherine Nicole Julio Ramírez, en cuanto

manifiesta respecto de los indicadores de alienación parental que:“…

Lo más significativo es el hecho de que describe pocas situaciones de

maltrato efectivamente vividas en el contacto con su madre. Éstas no

alcanzan a explicar la elevada intensidad de su rechazo. Es más bien

la influencia del discurso del padre lo que lo explica, el que invalida las

acciones de la madre y da a éstas un tinte de falta de respeto, maltrato,

negligencia  y  actuar  impropio”,  recomendando en  el  inciso  final  del

peritaje “En paralelo a lo ya descrito, ambos padres deberían asistir a

sesiones de fortalecimiento de habilidades parentales, a fin de trabajar

sus aspectos debilitados y conflictivos.  El  foco central  a  trabajar  en

dicho abordaje psicoterapéutico debería ser la coordinación parental.”;

“ Adicional a lo ya expuesto, es recomendable que el señor [Neftalí]

sea derivado a psicoterapia, a fin de que pueda abordar los aspectos

de su personalidad que inciden negativamente en el despliegue de sus

habilidades parentales.”, por lo que esta Corte estima necesario que el



Tribunal  de  la  instancia  resuelva  en  torno  a  las  derivaciones  e

intervenciones  terapéuticas a las que deberá someterse el padre don

[Neftalí],  a  fin  de  mejorar  y  fortalecer  sus  habilidades  parentales,

poniendo al  centro de todas las decisiones  el  bienestar de [Elías],

garantizando  su interés  superior,  bienestar  y  la  máxima  realización

espiritual y material posible,  guiándolo en el ejercicio de los derechos

esenciales de que es titular.

Por estas consideraciones y conforme a lo dispuesto en el

artículo  67  de  la  Ley  19.968,  y  186  y  siguientes  del  Código  de

Procedimiento Civil, se declara:

I.- Que,  SE  REVOCA,  la  sentencia  apelada  de  fecha

diecinueve de mayo del dos mil veinticinco, por medio de la cual se

rechaza la demanda de cuidado personal intentada por don [Neftalí] en

contra de doña [Rafaela], dictadas por el Juez Titular del Juzgado de

Letras,  Garantía  y  Familia  de  Aysén,  don  Rodrigo  Alfredo  Grez

Fuenzalida,  y  en su lugar,  SE HACE LUGAR  a  la  demanda  y  se

otorgue el cuidado personal del niño, a su padre [Neftalí].

II.- Que,  don  [Neftalí], deberá  someterse  a  un  plan  de

intervención terapéutica, conforme lo regule y determine el Tribunal a

quo. 

III.-Que no se condena en costas a la parte apelada, por

haber tenido ésta motivos plausibles para litigar en esta instancia.

Regístrese, notifíquese y devuélvase  en su oportunidad.

Redacción  de  la  Señora  Ministro  Titular  doña  Natalia

Marcela Rencoret Oliva.

Rol Corte N°49-2025.


